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NORMATIVIDAD 

 

Proyectos de Ley

 
 

Proyecto de Ley N° 074 de 2015/ Senado de la República. Este proyecto de ley ya fue aprobado y conciliado en Cámara y 

Senado solo está pendiente de sanción presidencial, y busca garantizar los derechos a la modificación de fecha, retracto, 

corrección de los datos personales y publicidad e información mínima de los usuarios de servicios nacionales de transporte 

aéreo de pasajeros. 

  

Con la consagración del derecho de modificación de fecha, se pretende que el usuario de transporte aéreo pueda  cambiar 

unilateralmente la fecha de prestación del servicio, de tal modo que: si comunica previamente al proveedor del servicio de 

transporte sobre el cambio de la reserva con una anticipación no menor a ocho (8) días calendario, contados a partir de la 

fecha del viaje, la aerolínea aceptará la solicitud del usuario sin que proceda cobro administrativo alguno, a excepción de 

la diferencia tarifaria, y si esta solicitud se hace en un plazo menor a los ocho (8) días deberá pagar los costos administrativos 

que determine la empresa de transporte aéreo de pasajeros los cuales no podrán exceder los uno punto tres (1.3) salarios 

mínimos legales diarios vigentes para el servicio nacional y la diferencia tarifaria del servicio. Lo dispuesto en el en estos 

aspectos no aplicará cuando se trate de tarifas promocionales debidamente registradas ante la Unidad Administrativa 

Especial de Aeronáutica Civil y dadas a conocer al usuario. 

 

Respecto al derecho de retracto, el articulado establece que el mismo, pódrá ser ejercido a través de cualquier canal de 

atención del vendedor, dentro de los tres (3) días calendario siguientes a la operación de compra; y este solo podrá ser 

ejercido con una anterioridad igual o mayor a ocho (8) días calendario entre el momento de su ejercicio oportuno y la fecha 

prevista para el inicio de la prestación del servicio para operaciones nacionales; por lo que la aerolinea deberá en un plazo  

máximo de cinco (5) días calendario a partir de la comunicación del retracto, realizar el reemboso de todas las sumas 

pagadas, sin que proceda a hacer descuentos o retenciones por concepto alguno. 

   

 

 

 

 

 

JULIO DE 2016 
 

 

 
Leyes

 
 

Proyecto de Ley Nº 184 de 2016/ Senado de la República. Mediante la misma se busca fortalecer el Sistema General de 

Seguridad Social en Salud, a través de la regulación del servicio de Transporte Asistencial Especializado (TAE), para pacientes 

con urgencias no vitales y pacientes con discapacidad física y/o cognitiva temporal o definitiva, con la finalidad de lograr 

una prestación de un servicio público en salud incluyente y digno, que proteja de manera real y efectiva el derecho 

fundamental a la salud de los usuarios de este servicio; de conformidad con lo establecido en la ley 1438 de 2011. 

 

En la misma se establece que las EPS, ARL, Aseguradoras y en general todas las instituciones y/o empresas que presten 

servicios de salud, deberán garantizar por medio de las IPS la prestación del servicio de Transporte Asistencial Especializado 

(TAE) para personas con cualquier clase de discapacidad ya sea temporal o definitiva y urgencias no vitales, utilizando los 

vehículos de transporte asistencial especializado, accesible para personas con movilidad reducida y acondicionados para 

tal fin, dando cumplimiento a las normas técnicas que regulan la materia. Por lo mismo las IPS deberán inscribirse en el 

Registro Único Nacional de Transito conforme a lo establecido en el artículo 8 de la ley 769 den 2012 y para efectos de la 

revisión técnico mecánica, los automotores que presten el servicio de TAE, serán regulados conforme a los vehículos de 

transporte publico conforme al capítulo VIII de la ley 769 de 2002.  
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Sitio web:    www.uexternado.edu.co 

 

 

 
 

 

 

 

Decreto 857 de 23 de mayo de 2016/ Ministerio de Hacienda y Crédito 

Público. Mediante el cual, a través de la adición de la parte 19 al libro 

2 del Decreto 1068 de 2015, Decreto Único Reglamentario del sector 

Hacienda y Crédito Público, se reglamenta la estructura, administración 

y funcionamiento, entre otros, del Fondo Nacional Para el Desarrollo de 

la Infraestructura-FONDES, patrimonio autónomo creado mediante el 

artículo 100 de la Ley 1687 de 2013, cuyo objeto es la inversión y el 

financiamiento de proyectos de infraestructura y el que en atención a 

lo dispuesto por el artículo 144 de la Ley 1753 de 2015 será administrado 

por la Financiera de Desarrollo Nacional (FDN) y/o por la entidad que 

defina el Gobierno Nacional. 

 

Los recursos del mismo están determinados por: 1) los resultantes de la 

enajenación de participación accionaria de la nación recibidos en 

desarrollo de los procesos regulados por la ley 226 de 1995, cuando el 

gobierno nacional así lo decida; estos de conformidad con lo 

establecido en el parágrafo del artículo 144 de 1753 de 2015, mientras 

se incorporan al Presupuesto General de la Nación, se mantendrán en 

una cuenta especial e independiente administrada por el Tesoro 

Nacional. 2) Los rendimientos que genere el FONDES y que se obtengan 

por la inversión de los recursos que  integran su patrimonio; 3) Los 

recursos que obtenga a través de sus propias operaciones de crédito 

público y tesorería; y 3) por los demás recursos que obtenga o se le 

asignen a cualquier título, teniendo en cuenta que el FONDES está 

integrado por todos los bienes, derechos y recursos de su propiedad, 

necesarios para el cumplimiento de su objeto y funciones, incluyendo: 

valores, cuotas, acciones, otros títulos o documentos representativos de 

derechos , así como bienes muebles e inmuebles.  Además de ello el 

presente decreto, regula todo lo referente a la composición y funciones 

del Consejo de Administración del FONDES, a su reglamento, auditoria, 

uso de recursos y garantía para sus operaciones, entre otros.  

 

  

 

 

 

 

 

 
 

 

 
 

 

Decretos 

 

Fotografía: http://footage.framepool.com/ 

Proyecto de Ley Nº 160 de 2016/ Senado de la República. Por medio del 

cual se pretende regular la operación de vehículos aéreos ultralivianos 

para favorecer el desarrollo agrícola y las nuevas tecnologías con 

mejores condiciones técnicas, económicas y ambientales. Mediante el 

mismo se  busca establecer el marco legal para la operación de 

vehículos aéreos ultralivianos a fin de favorecer el desarrollo agrícola y 

las nueva tecnologías con mejores condiciones técnicas económicas y 

ambientales, conforme a lo establecido en la ley 1450 de 2011. 

 

Del mismo modo este proyecto de ley da una definición del concepto 

“vehículos ultralivianos para el desarrollo agrícola” y determina que su 

utilización para la aplicación o aspersión de sustancias para la 

protección de cultivos o para el control de plagas, malezas o 

enfermedades de las plantas, o para la aplicación de maduradores o 

reguladores fisiológicos, podrá efectuarse por personas naturales 

agricultores, o por personas jurídicas constituidas como empresas 

agroindustriales, en sus propios predios o cultivos de su propiedad, o en 

los que esté legitimado para explotar por una relación contractual; 

teniendo en cuenta que, ésta operación constituye aviación privada y 

se desarrolla para el beneficio propio del agricultor o de la empresa 

agroindustrial, y bajo su propia responsabilidad. 

 

Finalmente señala unas condiciones especiales para la operación 

privada de los vehículos ultralivianos e indica los requerimientos de 

inscripción y acreditación ante la autoridad aeronáutica.  
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Resolución 588 de 07 de marzo de 2016/Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. Mediante la cual se adicionan 

y modifican disposiciones a la norma Reglamentos Aeronáuticos de Colombia en su acápite 13 - Régimen Sancionatorio. En 

éste, se enuncian las diferentes conductas que desplegadas por el pasajero, el piloto, el trabajador dependiente o 

independiente, el propietario y/o el conductor de vehículos de equipo o apoyo, el explotador de aeronave, el explotador 

o concesionario de aeropuerto, la empresa de servicios aéreos comerciales de transporte público, el funcionario 

aeronáutico, entre otros, dan lugar a la imposición de sanciones pecuniarios que oscilan entre 45 SMMLV y 120 SMML, que 

operan para diferentes sujetos como.  

 

Resolución 535 de 03 de marzo de 2016/Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. Mediante la misma, se 

incorpora a los Reglamentos Aeronáuticos  de Colombia RAC 1, la definición de Reporte Operacional AIS COM MET, siendo 

esta: “la descripción escrita de todo suceso que afecte el normal desarrollo de las Operaciones Aéreas, la interrupción del 

funcionamiento, defecto, deficiencia u otra circunstancia anormal en la prestación del servicio o alguna dificultad atribuible 

a los procedimientos no reglamentados y/o estandarizados, al incumplimiento de procedimientos aplicables o a la falta de 

alguno de los sistemas de apoyo a los servicios a la navegación aérea operados por los OEA” 

  

 

 
 

Resolución 864 de 02 de marzo de 2016/ Ministerio de Transporte. 

Mediante la cual se modificó lo conformación del Equipo que 

administra el Modelo Estándar de Control Interno – MECI, del Sistema 

de Control Interno del Ministerio de Transporte  y se determinaron 

como roles y responsabilidades del mismo:1) el apoyo al proceso de 

implementación y de fortalecimiento continuo del Modelo bajo las 

orientaciones del representante a la dirección, 2) la capacitación a 

los servidores de la entidad en el modelo e informar los avances en 

la implementación y el fortalecimiento continuo del mismo, 3)el 

asesoramiento  a las áreas de la entidad en la implementación y 

fortalecimiento continuo del modelo, el trabajo de manera 

coordinada en las actividades requeridas para la implementación 

y fortalecimiento continuo del modelo, 4) la revisión, análisis y 

consolidación de la información para presentar propuestas para la 

implementación y fortalecimiento continuo del modelo.   

 
Resolución 923 de 10 de marzo de 2016/ Ministerio de Transporte. 

Por lo cual se modifica la Resolución 0002108 de 2015 referente a la 

validación huella dactilar en el RUNT, estableciendo que La 

validación de la huella dactilar con la base de datos de la 

Registraduría Nacional del Estado Civil, en el trámite piloto que se 

adelante, no tendrá costo. De igual manera, a través del Sistema 

RUNT se continuara adelantando el proceso de control biométrico 

a partir del enrolamiento de huellas por demanda de servicios. 

 

 
 

Resolución 835 de 31 de marzo de 2016 /Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil. En desarrollo de lo dispuesto 

en el artículo 240 de la Ley 1753 de 2015, de acuerdo con el cual el Gobierno Nacional, con el fin de promover la prestación 

del servicio de transporte aéreo en las zonas de difícil acceso y la conectividad de estas regiones, cuando las rutas sean 

consideradas de importancia social y la aerolínea Satena S.A. sea operador único  podrá otorgar, previo estudio de 

viabilidad, subvenciones a la misma con cargo al presupuesto del Ministerio de Defensa, se recoge en éste acto 

administrativo el “Estudio de Viabilidad para Rutas Sociales” presentado por el MINISTERIO DE DEFENSA – SATENA S.A., 

autorizándose el auxilio en las siguientes rutas:  

 

Bogotá D.C.-Apartadó–Bogotá D.C.,  Bogotá D.C.–Buenaventura–Bogotá D.C,  Bogotá D.C.–Corozal–Bogotá D.C, Bogotá 

D.C.–Inírida–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–La Macarena–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Puerto Leguízamo–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–

Mitú–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Puerto Carreño–Bogotá D.C,  Bogotá D.C.–Puerto Asís–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Saravená–

Bogotá D.C, Bogotá D.C.–San José del Guaviare–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Tumaco–Bogotá D.C,  Bogotá D.C.–Tame–

Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Villa Garzón–Bogotá D.C,  Bogotá D.C.–Ipiales–Bogotá D.C, Bogotá D.C.–Pitalito–Bogotá D.C, Cali–

Guapi–Cali, Cali–Puerto Asís–Cali, Medellín–Bahía Solano–Medellín; Medellín–Nuquí– Medellín, Quibdó–Nuquí–Quibdó, 

Quibdó–Bahía Solano–Quibdó, Florencia–Araracuara–Florencia, Florencia–Puerto Leguizamo–Florencia, Florencia–La 

Chorrera–Florencia, Leticia– La Chorrera–Leticia, Leticia–La Pedrera–Leticia, Leticia–Tarapacá–Leticia, Leticia–La 

Araracuara–Leticia, Villavicencio–Inírida–Villavicencio, Villavicencio–La Macarena–Villavicencio, Villavicencio–Mitú–

Villavicencio, Villavicencio–Puerto Carreño–Villavicencio, Puerto Asís– Puerto Leguizamo– Puerto Asís, Bucaramanga– 

Saravena– Bucaramanga, Saravena– Tame– Saravena.   
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Resolución 1139 de 18 de marzo de 2016/ Ministerio de Transporte. Mediante la 

cual se autoriza a los propietarios de vehículos que se postularon dentro del 

programa de reposición y reconocimiento económico, la modificación de su 

solicitud en dirección a participar, no dentro del inicialmente postulado, sino 

dentro del programa de reconocimiento económico por desintegración física 

total, el que si bien no otorga el derecho a la reposición del vehículo de servicio 

público de transporte de carga, si concede un monto superior en el 

reconocimiento económico.  

 

De conformidad con la misma los propietarios podrán solicitar la modificación 

de su solicitud de postulación en dirección al cambio de programa, dentro de 

los seis (06) meses siguientes, contados a partir de la fecha de publicación de la 

resolución, cambio que se podrá realizar, inclusive, si la matrícula del vehículo 

ya se encuentra cancelada. 

 
Resolución 1231 de 05 de abril de 2016/ Ministerio de Transporte. Mediante la 

cual se adopta el documento Guía Metodológica para la Evaluación, emisión 

de observaciones y aval  de los Planes Estratégicos de Seguridad vial. En la 

misma, se establece un marco de definiciones, un marco normativo, el proceso 

de recepción, revisión y aval, la estructura de calificación y ponderación, el 

instrumento de calificación y los criterios de evaluación que tiene como pilares: 

el fortalecimiento de la gestión institucional, el comportamiento humano, los 

vehículos seguros, la infraestructura segura y la atención a las víctimas.  

 

Resolución 2163 de 27 de mayo de 2016/ Ministerio de Transporte. Mediante la 

cual se reglamenta el ofrecimiento y prestación del servicio público de 

transporte terrestre automotor en la modalidad individual en el nivel de lujo 

definido en el Decreto 2297 de 2015, en los aspectos como las características 

de los vehículos, la formación de los conductores y los indicadores de servicio a 

cargo de las empresas legalmente habilitadas.  

 

De igual forma reglamenta y define las características generales y 

funcionalidades que deben cumplir las plataformas tecnológicas que 

participen de la satisfacción de la demanda de movilización cuando las mismas 

no utilicen equipos propios y pretendan hacer uso del servicio de Transporte 

Público Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en el nivel básico y/o de lujo.  

En la misma se fijan las características y condiciones de los vehículos, la 

integración y habilitación de las plataformas tecnológicas, el procedimiento y 

el valor del trámite de la habilitación, los criterios básicos para la determinación 

de la tarifa y el pago del servicio, y las competencias laborales e indicadores 

del servicio, entre otros.   

 

Así mismo, en el artículo 20 de la Resolución, en línea con lo dispuesto en el 

parágrafo 3 del artículo 2.2.1.3.7.3 del Decreto número 1079 de 2015, 

adicionado por el artículo 11 del Decreto 2297 del mismo año, se establece la 

necesaria y previa revisión y aprobación de los estudios técnicos por parte del 

Ministerio de Transporte, sin la cual la autoridad local no podrá realizar 

incremento de la capacidad transportadora de  la modalidad de taxi 

individual, dado que la misma en su desarrollo realiza operaciones en el radio 

de acción nacional     
 

Resolución 2328 de 09 de junio de 2016/ Ministerio de Transporte. Mediante la 

misma se modifica el parágrafo 1 del artículo 3 y los artículos 6 y 10 de la 

Resolución 1223 de 2014, estableciendo que los conductores tendrán plazo 

hasta el día 31 de diciembre de 2016 para obtener un certificado del curso 

obligatorio de capacitación para conductores que transportan mercancías 

peligrosas, el que deberá tener una duración mínima de 60 horas presenciales.  

En la misma se dispone igualmente que las instituciones de educación superior, 

el SENA y los Centros de Educación para Trabajo y Desarrollo Humano que 

impartan el curso obligatorio de capacitación para conductores que 

transportan mercancías peligrosas deben remitir a la Dirección de Transporte y 

Tránsito del Ministerio de Transporte a través del Sistema SISCONMP la relación 

de los conductores que hayan realizado el curso y obtenido el certificado 

respectivo.  

  
 
 

 

 

   

 

Fotografía: http://www.derechoecuador.com/ 
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Circular Nº 47 de 22 de abril de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. Mediante la misma se  exhorta a autoridades 

municipales de educación y de transporte, alcaldes municipales, secretarios de educación, de tránsito y de movilidad o de 

transporte para que en cumplimiento de las facultades otorgadas a cada uno, realicen actividades concertadas para el 

control y cumplimiento de las reglas establecidas para el transporte escolar en cada una de sus jurisdicciones. En particular 

la verificación de las condiciones operativas y de seguridad de los prestadores de transporte escolar, que guarda relación 

directa al acceso a la educación. 

 

En la misma se señala que las actividades de prevención y control encaminadas a la protección de la población escolar 

en cada municipio deben ser ejecutadas sin importar la calidad de las partes contratantes, teniendo en cuenta que el 

cumplimiento de la reglamentación del y transporte escolar es un proceso que se desarrolla de manera integral por  las 

autoridades de tránsito y transporte municipal y por las autoridades de educación, por lo que, tienen la obligación de 

reportar a la Superintendencia de Puertos y Transporte las situaciones anómalas que se presenten en relación con la 

prestación del servicio por parte de las empresas prestadoras del mismo.  

  

Circular Nº 48 de 26 de abril de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. Mediante la cual se informa sobre la 

validación de la vigencia de acreditación de los centros de diagnóstico Automotor y de los centros de Reconocimiento de 

conductores, ante el organismo Nacional de ACREDITACION ONAC, para que puedan desarrollar su actividad, es decir 

para la expedición de certificados de revisión técnico mecánica y de aptitud física, mental y de coordinación motriz para 

la conducción de vehículos, esto con el fin de garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales de los Organismos de 

Apoyo al Tránsito.  

 

Circular N° 49 de 26 de abril de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. En la misma, se solicita un reporte de 

información con el objeto de realizar el control del cumplimiento de las condiciones y requisitos para el mantenimiento de 

la habilitación de las empresas en la modalidad de servicio público de transporte terrestre especial, en lo relacionado con 

la capacidad financiera y la verificación del porcentaje de propiedad de los vehículos.  

 

La Superintendencia señala igualmente que el control sobre el avance del cumplimiento de los aspectos financieros y la 

verificación del porcentaje de propiedad en los términos que impone el régimen de transición, se realizará a través de los 

reportes que vienen realizando las empresas de la modalidad a la plataforma de vigilancia, sin que se requiera la remisión 

física de la información.  

 

Circular N° 50 de 29 de abril de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. Mediante la misma se establecen los 

parámetros que deberán cumplir las autoridades municipales de transporte y demás autoridades competentes para 

reportar la información de las empresas habilitadas en su jurisdicción para el radio de operación municipal, distrital y 

metropolitano en las modalidades de Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Individual de Pasajeros en Vehículos 

Taxi, Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor Colectivo de Pasajeros, Servicio Público de Transporte Terrestre 

Automotor Mixto.  

 

Circular N° 51 de 04 de mayo de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. Mediante la cual se conmina a las 

autoridades administrativas municipales, metropolitanas y departamentales de tránsito, transporte y movilidad, 

infraestructura o afines, para la realización de todas las acciones judiciales, administrativas u operativas encaminadas a la 

protección y conservación del espacio público aledaño a las a carreteras nacionales, adquiridas como reserva para el 

mantenimiento y ensanchamiento de la red vial , con el fin de garantizar el derecho de vía para los usuarios de esta 

infraestructura.  

 

Circular N° 53 de 13 de mayo de 2016/ Superintendencia de Puertos y Transporte. Mediante la cual se establece el día 18 

de julio de 2016 como fecha en la que todos los Centros de Diagnóstico Automotor deben contar con la totalidad de los 

requerimientos del sistema de seguridad y vigilancia, mediante el cual se realizarán los reportes obligatorios a la 

Superintendencia de Puertos y Transporte, a través de la contratación con alguna de las empresas autorizas y señaladas en 

la misma circular.   
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Afirma igualmente la Corporación que “Nada se 

haría con reconocer a la educación como 

derecho fundamental sin que se creen las 

condiciones básicas que hagan posible el acceso 

al sistema educativo. Por eso, encuentra la Sala 

que cuando una institución educativa pública 

carece de transporte escolar, se encuentra 

desprovista de uno de los elementos esenciales 

para la prestación del servicio; en este orden de 

ideas, el derecho fundamental a la educación 

comporta la obligación positiva de proveer el 

transporte de los niños campesinos, cuando la 

institución educativa más cercana se ubica lejos de 

su vivienda”. 
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Fotografía: http://revistaelcrisol.com/ 

Corte Constitucional, Sentencia T-008 de 2016, Magistrado Ponente: Alberto Rojas Ríos. 

 

Los hechos de la jurisprudencia en mención se resumen en los siguientes:  “Las señoras Diosa Lizarazo García, Cenobia Ordúz 

Suarez y Robertina Mayorga Estupiñán presentaron acciones de tutela en representación de sus hijos menores de edad, 

contra la Gobernación de Santander, la Secretaría de Educación de Santander y el instituto IDEAR, por considerar que tales 

entidades vulneraron los derechos fundamentales de los niños a la educación y a la igualdad, debido a que éstas exigen 

que los  menores tengan 15 años para que se puedan matricular en el sistema de aprendizaje tutorial SAT, que se brinda a 

través del IDEAR, en las veredas de Llanadas, El Carmen y Ganitiva en el municipio de Onzaga, Santander”. Aseveran 

además, que sus viviendas están distanciadas del casco urbano y no cuentan con las facilidades de transporte, por lo que 

al ser familias de escasos recursos no cuentan con los recursos necesarios para pagar el desplazamiento de 

aproximadamente cuatro horas hasta la institución educativa, el hospedaje y la alimentación. 

 

Indica el alto tribunal, que La Observación General No. 13 del Comité DESC, establece como comportamiento 

discriminatorio la no adopción de "medidas deliberadas, concretas y orientadas" tendientes a la implantación gradual de 

la enseñanza secundaria, por lo que las instituciones y los programas de enseñanza deben ser asequibles a todos sin 

discriminación.” En este sentido, encontramos que la accesibilidad a la educación consta de 3 componentes: (i) la no 

discriminación, es decir que la educación debe ser accesible especialmente a los grupos vulnerables de hecho y de 

derecho, sin discriminación alguna; (ii) la accesibilidad material, referente a un acceso razonable a la  localización 

geográfica o del acceso por medio de la tecnología moderna;  y (iii) la accesibilidad económica, que implique que la 

enseñanza primaria debe ser gratuita para todos, y gradualmente la enseñanza secundaria y superior también. 

  

De esta manera, el alto tribunal señala que,”una entidad territorial de orden departamental o municipal vulnera los 

derechos fundamentales a la educación e igualdad de niños, niñas y adolescentes que residen en zonas rurales del país al 

no proveer el servicio de transporte con el fin de que los estudiantes pueden continuar sus estudios de básica secundaria 

en una institución ubicada en el casco urbano de un determinado municipio, sometiendo a los alumnos a largas horas de 

camino para llegar hasta sus escuelas, lo cual no cumple con la accesibilidad material del derecho a la educación, 

teniendo en cuenta la localización geográfica de su residencia.”  Por lo anterior la Corte Constitucional ordenó “proveer el 

servicio de transporte escolar (ida y regreso) desde el lugar de residencia de los menores hasta la referida institución 

académica, y la creación de un programa de nivelación académica que garantice el acceso a los jóvenes a los años 

lectivos que correspondan en condiciones de igualdad.” 

 

  Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejero ponente: Carlos Enrique Moreno Rubio, 

Radicación número: 25000-23-36-000-2016-00608-01(AC), Sentencia de cinco (05) de Mayo de dos mil dieciséis (2016). 

 

Mediante la misma, el Alto Tribunal ampara el derecho a la salud y la vida digna de menor en condición de discapacidad 

y ordena a la Dirección de Sanidad de la Armada Nacional suministre el servicio de transporte no medicalizados. En el 

presente caso, “La actora invocó la acción de amparo en representación de su hijo menor que padece distrofia muscular 

de Beker, una enfermedad degenerativa que lo tiene en condición de discapacidad y limita su movilidad, para que se le 

suministre el transporte no medicalizado y así él pueda asistir a las citas con los especialistas y a las terapias necesarias para 

el manejo de la enfermedad; toda vez que los recursos familiares no son suficientes para seguir asumiendo los traslados del 

menor”, que, por su discapacidad siempre se transporta en taxi,  ya que “le cuesta mantenerse en pie, se agota con 

facilidad y no tiene estabilidad”, lo que dificulta su movilización en medios de transporte diferentes, más aun, cuando se 

debe desplazar por los largos trayectos.  
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Al respecto, La Dirección de Sanidad de la Armada Nacional en su escrito de defensa, manifestó que “la familia del menor, 

cuenta con los recursos necesarios para sufragar el transporte que el menor requiere y que además, no tiene impedimento 

para movilizarse en el sistema público de transporte, el cual cuenta con insumos suficientes para movilizar a personas en 

estado de discapacidad”, “como ascensores, rampas en los accesos, puertas y sillas preferenciales, lo que facilita el uso del 

mismo a personas que por su estado de salud requieren de una atención especial.”  

 

En primer lugar el Consejo de Estado refiriéndose a pronunciamientos anteriores, sostiene que el transporte de paciente y 

de su acompañante no constituye un servicio médico per sé, sin embargo es un medio necesario para acceder a los  

“procedimientos, medicamentos y demás prestaciones del servicio de salud, pues el servicio que requiere un usuario no 

puede ser suministrado en su lugar de residencia, y por lo tanto, debe desplazarse.” “Por lo anterior, el transporte se configura 

como un  servicio esencial, dado que es necesario que el actor asista a las terapias y las citas con los especialistas que 

requiera, pues este es el tratamiento adecuado para proteger de manera efectiva y eficaz su derecho.” 

 

En el caso en estudio, el Alto Tribunal en referencia al primer argumento de la parte demandada encuentra que “el sistema 

de transporte público de Bogotá no cumple con el principio de acceso a éste, establecido en la ley 105 de 1997, que implica 

que el usuario pueda transportarse a través del medio y modo que escoja en buenas condiciones de acceso, comodidad, 

calidad y seguridad, en atención a su condición médica, por lo que los argumentos expuestos por el impugnante no son de 

recibo.” “Esto es así porque se trata de un menor de edad a quien, según la historia clínica remitida por la actora, está en 

condición de discapacidad porque sufre de distrofia muscular de Beker, una enfermedad degenerativa que le ha causado 

alteraciones en la marcha y limitaciones para la movilidad, por lo que es claro, que el transporte público no es el adecuado 

para sus necesidades.” 

 

 

 

  

Centro de Estudios en Derecho del Transporte 

 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Consejero ponente: Hugo Fernando Bastidas 

Bárcenas, Radicación número: 11001-03-27-000-2016-00008-00(22328) Auto de quince (15) de febrero de dos mil dieciséis 

(2016). 

 

Mediante el mismo se decreta la suspensión de manera provisional y preventiva de la aplicación de la Resolución 5358 del 

30 de noviembre 2015, dictada por la actual Ministra de Transporte, publicada en el Diario Oficial 49.721 del miércoles 9 de 

diciembre de 2015, que fijó « a base gravable de los vehículos automotores para la vigencia fiscal 2016. 

 

Encuentra la sala unitaria procedente decretar “la medida de suspensión provisional de los efectos de la Resolución 5358 

de 2015, por cuanto, encuentra en primer término, una inexcusable falta de motivación, que no falsa, de la Resolución 5358 

de 2015 que afecta la legalidad y legitimidad de la medida, pues la resolución omitió explicar las razones por las cuales el 

Ministerio de Transporte debió introducir los incrementos en el avalúo comercial de los vehículos sujetos a impuesto en el 

año 2016. En este sentido, indica el Alto Tribunal, que de los ocho considerandos, tan solo 2 hacen referencia a los criterios 

técnicos y facticos que se configuraron como fundamento para la fijación del gravamen del año 2016.”  

 

Recuerda igualmente que “El Consejo de Estado, es reiterativo en señalar que la cita y la transcripción incesante de normas 

jurídicas nunca constituye una verdadera motivación. La motivación es un elemento básico de los actos administrativos, 

incluidos los actos normativos que expide el Gobierno mediante competencias reglamentarias y tiene que ver con la 

explicitación de las razones de hecho y de derecho que autorizan la decisión gubernamental. Se trata de argumentaciones 

claras, suficientes y ciertas sobre los hechos que sustentan la medida frente al derecho aplicable, dado que  una motivación 

completa, cierta y clara ayuda al cumplimiento de las órdenes y reglas tomadas por la autoridad en ejercicio de sus 

competencias, es decir que la motivación tiene que ver con aspectos de la eficacia de la gestión administrativa, fuera de 

transmitir un mejor grado de aceptación de parte de quienes están obligados a cumplirlas, en este caso, los contribuyentes.” 

 

Respecto a la escasez de recursos de la parte demandante para 

sufragar los gastos de transporte, el Consejo de Estado indicó que la 

parte actora no argumenta que no tiene recursos, sino que estos son 

insuficientes para cubrir los gastos necesarios para el transporte del 

menor, por lo que al no estar  probado en el expediente el total de los 

ingresos familiares ni los gastos en que incurren y en virtud del principio 

pro homine, “que ordena la adopción de la decisión que mejor se 

compadece con la garantía de los derechos fundamentales en juego, 

más cuando se trata de un menor de edad que requiere atención y 

acompañamiento permanente, por su discapacidad”, ordenó a la 

Dirección de Sanidad Naval que suministre el servicio de transporte no 

medicalizado al menor Andrés Estiven de Arco Cabezas.  

 
   

   

Fotografía: http://www.diariolaregion.cl/ 



 

 

  

 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Acción primera, Consejera ponente: María Claudia Rojas Lasso,  

Radicación número: 25000-23-27-000-2002-01500-01, Sentencia de once (11) de febrero de dos mil dieciséis (2016).  

 

Mediante la misma se revoca la sentencia del 18 de febrero de 2010 proferida por el Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, y en su lugar, se deniegan  pretensiones de la demanda. La sentencia en mención declaró la nulidad de 

las Resoluciones 0391 de enero 22 Por medio de la cual se decomisa mercancía código 0636 y 3995 del 6 de mayo ambas 

de 2002 Por la cual se resuelve el recurso de reconsideración interpuesto contra la Resolución 0391 del 22 de enero de 2002 

proferida por la División de Investigaciones Especiales de la Subdirección de Fiscalización Aduanera, expedidas por la 

División de Investigaciones Especiales de la Subdirección de Fiscalización Aduanera y por la División  Normativa y Doctrina 

Aduanera de la Oficina Jurídica de la DIAN, respectivamente. La sentencia presenta salvamento de voto por parte del 

consejero Guillermo Vargas Ayala.  

 

En el presente caso, el señor Jaime Salamanca Pire, por conducto de apoderado judicial, instauró acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho contra la DIAN, con el fin de obtener la nulidad de las resoluciones mediante las cuales se 

decomisó una mercancía. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca accedió a las pretensiones declarando la nulidad de 

los actos acusados y ordenando a la demandada devolver al demandante, a título de restablecimiento del derecho, los 

dos buses decomisados de placas UFP-391 y UFP-392 y, de no ser posible el cumplimiento de esta orden, impuso la devolución 

de la suma de $60.000.000, debidamente indexada. La Sala, al resolver el recurso de apelación, revocó la decisión de 

primera instancia. 
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Fotografía: http://teminge.blogspot.com.co/ 

Al respecto el Alto Tribunal menciona, en su boletín No 186 – Mayo 20 de 2016, lo siguiente: “Los vehículos decomisados al 

demandante mediante los actos objeto de la presente nulidad, que habían servido de garantía del Bono de Prenda Nº 

03793 del 29 de junio de 1994 que SIDAUTO S.A. tenía a favor del Banco del Estado, bien podían ser objeto de decomiso en 

favor del Estado, en procura de garantizar las obligaciones aduaneras por lo que podían ser perseguidos en cabeza de 

quien detentara la mercancía y con mayor razón, cuando se trataba de mercancía extranjera que entró al país sin 

declaración de importación que legalizara su ingreso, tal y como aconteció en el sub judice. […] La Sala no comparte la 

afirmación del apoderado del actor según la cual, por el hecho de que los rematantes -en este caso la sociedad MARBAJUL 

Y CIA LTDA.-, adquirió mediante la venta en pública subasta el derecho de dominio pleno y absoluto sobre los buses y que 

por dicha razón, la venta que le hizo al señor Salamanca Pire tiene causa legal y legítima…” 



  

“En vista de que la DIAN había dado una orden de entrega que no procedía, tanto así que fue declarado nulo este acto, el 

importador demandado SIDAUTO S.A. no adquirió un derecho particular del cual pudiera disponer libremente, en vista de 

que las declaraciones de importación de los vehículos no existían (por la contradicción en el modelo de los buses) y por esa 

razón, no se encontraban legalizados en el país. Bien es sabido que el único documento que demuestra la introducción legal 

de una mercancía al territorio aduanero nacional, es la declaración de importación. […] Por tanto, no puede aceptarse la 

tesis de la demanda según la cual, por el hecho de que el actor adquirió los buses de buena fe de una sociedad que 

también los había adquirido convencida de la legalidad del negocio jurídico dado el remate en pública subasta, se enerva 

la situación jurídica de la mercancía, como quiera que en vista de la inexistencia de la declaración de importación, la 

mercancía no se reputó como declarada ante la DIAN y, mal podría reconocerse la legalidad de dicha tradición. En síntesis, 

podría afirmarse que la buena fe que ha aducido el actor como adquirente de los dos buses que adquirió a la sociedad 

MARBAJUL Y CIA. LTDA, no saneó el estatus de ilegalidad de la importación. […] En todo caso no se puede desconocer, que 

la DIAN en cierto modo si valoró la buena fe del adquirente de la mercancía ahora actor, toda vez que no obstante haber 

declarado el decomiso de los buses por encontrarse ilegales en el país, no le impuso la sanción del artículo 72 del Decreto 

1909 de 1992.”  

 

En este mismo comunicado, advierte que “a los terceros adquirentes de buena fe no se les exonera de los deberes respecto 

a la obligación aduanera, por lo que al comprar mercancía importada deben contar con alguna documentación 

relacionada con los trámites administrativos llevados a cabo ante la DIAN, en virtud del deber de diligencia y prudencia que 

debe imperar en los negocios jurídicos”. De igual forma señala que “el adquirente o comprador de buena fe puede 

interponer acciones judiciales contra el importador o el vendedor para resarcir el daño patrimonial que le ocasionó la 

importación irregular de la mercancía que le fue decomisada.” 
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Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, Magistrado Ponente: MARGARITA CABELLO BLANCO, Sentencia C 7824 de 

quince (15) de junio de dos mil dieciséis (2016), Radicación n°. 11001 31 03 029 2006 00272 01. 

 

Decide la Corte el recurso de casación, contra la sentencia proferida el diecinueve (19) de diciembre de dos mil once (2011), 

por la Sala Civil del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, interpuesto por la demandante, en su calidad de pasajera 

de un vehículo de servicio público (taxi), en razón del accidente de tránsito ocurrido el  día veintitrés (23) de octubre de dos 

mil cinco (2005), consistente en la colisión del mismo con otros automotores. A causa del accidente, la petente sufrió heridas 

de consideración que originaron secuelas permanentes y que dieron lugar a una incapacidad de cincuenta días. 

 

 

 

 

 

En su decisión, la Corte reconoce la existencia de un error de derecho, consistente en la omisión de la facultad oficiosa del 

juez de decretar pruebas para la acreditación de los perjuicios, dado que el ad quem al desechar los elementos allegados 

– en copia simple o de manera extemporánea durante la audiencia del artículo 101 del CPC. – como se encontraba frente 

a un reclamo indemnizatorio, le correspondía desplegar su poderío de conductor de la controversia e incorporar de oficio 

los medios que consideraba necesarios y útiles para poder completar la prueba y dispensar la justicia que se le reclamó; no 

era, entonces, una mera potestad u opción que tenía el juzgador. En atención a lo anterior, la Corte casa parcialmente la 

sentencia proferida por el tribunal decretando pruebas de oficio para posteriormente dictarla la nueva providencia.   

 

 

 

 

 

           
    

   

Fotografía: http://www.minuto30.com/ 
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Doctrina:  

  
Un caso de daño moral y la ley aplicable internacional en el transporte aéreo. Comentario al fallo Scavelli, Fernando D. y 

Otros c/Tam Linhas Aéreas SA s/Incumplimiento de Contrato; por Mario O. Folchi 

En la Edición Número 30 de la Revista Latino Americana de Derecho Aeronáutico publicada en el mes de abril del año 2016 

(RLADA-XVIII-264), el profesor Mario Folchi, realizó el siguiente análisis respecto a la existencia del daño moral en la legislación 

internacional de transporte aéreo:  

 

“Ante la aplicabilidad del Convenio de Montreal de 1999 al caso que motiva el fallo que aquí comento, tratado internacional 

que al decir de un profesor italiano, significa un cambio “epocal” en el sistema de responsabilidad del transportador aéreo, 

[2] y que como dije, no se tuvo en cuenta ni por las partes ni por los magistrados, cabe hacer algunas reflexiones sobre este 

documento y el daño moral. Y para ello, quiero recordar la última frase del artículo 29 del mismo, cuando dice, después de 

señalar que no se aceptarán acciones de indemnización de daños que no respondan a lo dispuesto antes por el mismo 

Convenio: “En ninguna de dichas acciones se otorgará una indemnización punitiva, ejemplar o de cualquier naturaleza que 

no sea compensatoria”. 
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Esta frase tuvo su origen, cuando se proyectó el texto del Convenio, en el deseo de la mayoría de los integrantes del Grupo 

de juristas que en el mismo trabajamos entonces – en este punto estuve entre la minoría -, en que no pudiesen sustentarse 

acciones litigiosas contra el transportista en conceptos o categorías jurídicas que facilitasen, precisamente, dicha litigiosidad, 

como podía ser el caso del daño moral. Como es sabido, los tribunales argentinos y de otros países han receptado el daño 

moral en el Sistema del Convenio de Varsovia, pero existió el deseo de aventar esa posibilidad en el nuevo texto. Y cuando 

comenté este artículo en una publicación anterior, dije que debería esperarse “la evolución de la tendencia jurisprudencial 

de los tribunales cuando este Convenio entre en vigencia”. 

 

Pasaron dos décadas de aquellos trabajos preparatorios del Convenio de Montreal de 1999. No tengo dudas que el 

desconocimiento del derecho comparado de la mayoría de mis compañeros de trabajo les hizo pensar, por un lado, que el 

texto vigente aventaría el daño moral, pero por otro lado, el dinamismo del Derecho aeronáutico puso lo suyo para 

desarrollar en el ínterin, todo lo relacionado con el derecho de defensa del pasajero aéreo, para que en definitiva, la 

jurisprudencia aceptara, en términos similares al concepto del daño moral, la compensación por esta clase de lesiones a la 

persona del pasajero.” (Citado Textual) 

 

Ver texto completo en: http://www.rlada.com/index.php?idarticulo=94764 

 

 

 
 

 

Fotografía: http://edinsontrans.blogspot.com.co/ 

http://www.rlada.com/index.php?idarticulo=94764
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NOTICIAS 

 

Se archiva el proyecto de ley que buscaba crear un nuevo Régimen Sancionatorio del Transporte, su Infraestructura y sus 

Servicios Conexos y Complementarios. 

 

El Congreso de la Republica archivó el proyecto de Ley N° 101 de 2014  mediante el cual se buscaba modificar el Régimen 

Sancionatorio del Transporte, su Infraestructura y sus Servicios Conexos y Complementarios que ha regido la materia por el 

término aproximado de 20 años.  

 

 Entre otras cosas, fue archivado al considerarse las 

implicaciones que traería su artículo 16, que modificaría el  

artículo 22 de la Ley 769 de 2002, referente a la obligación 

de renovación de la licencia de conducción a los 

colombianos, el cual quedaría de la siguiente manera:  "la 

modificación de las licencias se realizara por una (1) sola 

vez con base en un estudio que establezca criterios 

eminentemente técnicos realizado por la Agencia 

Nacional de Seguridad Vial, el cual será tendrá en cuenta 

el Ministerio de Transporte para la reglamentación de las 

vigencias de las licencias de conducción de vehículos de 

servicio particular"; tema que no tiene relación intrínseca 

con el régimen sancionatorio del transportador.  

 

Tomado de: 

http://www.elespectador.com/noticias/politica/se-hunde-

ley-obligaba-ciudadanos-volver-tramitar-licenc-articulo-

636858 

 

 

Fotografía: http://www.ejenoticiasperiodico.com/ 
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La Superintendencia de Puertos y Transporte sancionó a una empresa fluvial por muerte de un estudiante durante una 

excusión. 

 

Por un accidente ocurrido en el amazonas durante la excursión de los estudiantes del English School, la Superintendencia 

de Puertos y Transporte, impuso una multa de $172.363.725 a la empresa “Transportes Amazónicos S.A.S.”. El accidente se 

produjo cerca de la isla de los Micos, en el departamento del Amazonas y cobró la vida de una menor de edad y puso en 

riesgo la integridad física de otros 20 estudiantes.  

 
 

 

Según el fallo en primera instancia de la Superintendencia de 

Puertos y Transporte, “la empresa desarrolló actividades fluviales 

navegando en horario restringido para embarcaciones como la 

involucrada en el incidente (de 6 p.m. a 5 a.m.), con lo cual no 

evitó el accidente o el peligro, pudiendo hacerlo.” De igual 

manera señaló la entidad que “la compañía desconoció que 

como empresa prestadora del servicio de transporte público es 

garante de la vida e integridad de todas las personas que 

moviliza.” 

Tomado de: 

http://www.supertransporte.gov.co/images/Sliders/2016/Mayo/

CP3102mayo%20Puertos%20sancion%20empresa%20accidente

%20estudiante%20amazonas%20(1).pdf 
 

 
 

Fotografía: http://www.elperuchito.com/ 

XL Jornadas Latino Americanas de Derecho Aeronáutico y Espacial 

 

Reiteramos nuestra invitación a participar en este importante evento académico que organiza La Asociación Latino 

Americana de Derecho Aeronáutico y Espacial-ALADA, que tendrá lugar los días 24, 25 y 26 de agosto de 2016 en la sede 

de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Cuyo, en la ciudad de Mendoza, República Argentina; evento en 

el cual  participará como conferencista el doctor Manuel Guillermo Sarmiento Garcia en su condición de Director del Centro 

de Estudios de Derecho del Transporte.  

http://www.elespectador.com/noticias/politica/se-hunde-ley-obligaba-ciudadanos-volver-tramitar-licenc-articulo-636858
http://www.elespectador.com/noticias/politica/se-hunde-ley-obligaba-ciudadanos-volver-tramitar-licenc-articulo-636858
http://www.elespectador.com/noticias/politica/se-hunde-ley-obligaba-ciudadanos-volver-tramitar-licenc-articulo-636858
http://www.supertransporte.gov.co/images/Sliders/2016/Mayo/CP3102mayo%20Puertos%20sancion%20empresa%20accidente%20estudiante%20amazonas%20(1).pdf
http://www.supertransporte.gov.co/images/Sliders/2016/Mayo/CP3102mayo%20Puertos%20sancion%20empresa%20accidente%20estudiante%20amazonas%20(1).pdf
http://www.supertransporte.gov.co/images/Sliders/2016/Mayo/CP3102mayo%20Puertos%20sancion%20empresa%20accidente%20estudiante%20amazonas%20(1).pdf
http://www.rlada.com/index.php?idnoticia=8960


 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Lohttp://dertorteo.edu.co/ Centro e Estudios de Derecho del Transporte 

 

 Para más información los invitamos a 

visitar nuestro blog:   

http://dertransporte.uexternado.edu.co 

 

 

 

 
 

 
Centro de Estudios de Derecho del Transporte:  

 

Director: Manuel Guillermo Sarmiento García. 

Coordinadora: Martha Janneth Sánchez Rodríguez. 

Docente Investigador: Andrés Felipe López Gómez 

Asistente de Investigación: Bernardo Javier Puetaman Baquero 

Monitoras: Andrea Lloreda Flórez y Sarah Milkes Sánchez 
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Asamblea anual de IATA 

 

“En la segunda semana del corriente mes de junio tuvo lugar en Dublín, Irlanda, la Asamblea anual de IATA, que congregó 

a la gran mayoría de los representantes principales de las empresas aéreas que la componen. En la misma se destacó los 

excelentes resultados que tuvo para la industria el año 2015, perfilándose el 2016 también con muy buenos resultados. 

 

En cuanto a la región latino americana, se sostuvo por las autoridades de la entidad que para que los números mejoren en 

la misma, deben rebajarse los altos impuestos, mejorarse las regulaciones que están muy poco homologadas entre los 

diversos países de la región y la necesidad de fuertes inversiones en el sector de la infraestructura. Todo ello, a pesar de las 

ganancias habidas, ya que la demanda crece a menor ritmo que en el contexto global, destacándose Brasil y Venezuela 

como los países cuyos desempeños empeora cada día.” 

 

Tomado textual de: http://www.rlada.com/index.php?idnoticia=8970 

 

Nuevo Ministro de Transporte. 

 

Mediante el Decreto 746 del 2016, el presidente de la República Juan Manuel Santos, nombró al doctor Jorge Eduardo Rojas 

Giraldo como nuevo Ministro de Transporte. 

 

 El doctor Giraldo es  ingeniero civil de la Universidad Javeriana de Bogotá, con especialización en Desarrollo Gerencial de 

la Universidad Autónoma de Manizales y un título de Experto en Gestión de Riesgo. Se ha desempeñado como Concejal de 

Manizales, asesor de la Secretaría de Planeación en temas de Ordenamiento Territorial y posteriormente, Secretario de Obras 

Públicas del Municipio de Manizales, gerente Técnico de EMAS y fue alcalde de Manizales entre 2012 y 2015. 

 

Tomado de: http://www.elespectador.com/noticias/economia/quien-el-recien-nombrado-ministro-de-transporte-articulo-

629048 

 

Nuevo Director de la Aeronaútica Civil.  

 

El doctor Alfredo Bocanegra Varón, abogado tolimense, fue nombrado como nuevo director de la Unidad Administrativa 

Especial de la Aeronáutica Civil en remplazo del doctor Gustavo Lenis quien dejó el cargo el pasado 12 de abril.  

 

El nuevo director de la Aeronáutica, se ha desempeñado como vicepresidente jurídico de la Agencia Nacional de 

Infraestructura (ANI), congresista, concejal, secretario de Gobierno del Tolima con Guillermo Alfonso Jaramillo y estuvo a 

cargo de la oficina jurídica de la Aeronáutica Civil. 

 

Tomado de: http://www.rcnradio.com/nacional/alfredo-bocanergra-nuevo-director-la-aeronautica-civil/ 

 

 

 

 

 

http://dertransporte.uexternado.edu.co/
http://www.rlada.com/index.php?idnoticia=8970
http://www.rlada.com/index.php?idnoticia=8970
http://www.elespectador.com/noticias/economia/quien-el-recien-nombrado-ministro-de-transporte-articulo-629048
http://www.elespectador.com/noticias/economia/quien-el-recien-nombrado-ministro-de-transporte-articulo-629048
http://www.rcnradio.com/nacional/alfredo-bocanergra-nuevo-director-la-aeronautica-civil/

